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1.- VISTOS  
Debe pronunciarse la Sala con ocasión de la consulta de la decisión proferida por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), mediante la cual se sancionó a la Directora de Registro y Gestión de la Información de la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas -Dra. HEYBY POVEDA FERRO- y a la Subdirectora General de la misma entidad -Dra. IRIS MARÍN ORTIZ-, por no atender el cumplimiento de la decisión de tutela proferida a favor de la señora LILIANA PATRICIA SALAZAR GARCÍA. 
2.- ANTECEDENTES 
2.1.- En enero 04 de 2016 el Juez Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, en calidad de juez constitucional de primer grado, concedió el amparo solicitado por la señora LILIANA PATRICIA SALAZAR GARCÍA con relación a sus derechos de petición, debido proceso y seguridad social, dentro de la acción de tutela presentada por ella contra la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas -en adelante UARIV-; y, en consecuencia, ordenó a tal entidad que: “[…] dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación del fallo, se pronuncie de fondo si no lo ha hecho sobre los recursos interpuestos (reposición y apelación) por la parte accionante contra la Resolución 660010594 del 03 de junio de 2009 emanada de Acción Social hoy Unidad para la Atención y Reparación a las Víctimas que negó la inscripción en el Registro Único de Víctimas de la Población Desplazada a la señora LILIANA PATRICIA SALAZAR GARCÍA visible a folio 54 […]”.
2.2.- En enero 29 de 2016 la señora SALAZAR GARCÍA mediante escrito indicó al juzgado que la accionada no dio cumplimiento al fallo, y pidió por tanto que se tramitara incidente de desacato.
2.3.- Ante tal solicitud, mediante auto de febrero 03 de 2016 -en el cual se expusieron las razones por las cuales se aparta de los precedentes emitidos por esta Corporación con relación al trámite previo a la apertura del incidente- se ordenó requerir a la Subdirectora General a UARIV -Dra. IRIS MARÍN ORTIZ-, para que ordenara a la directa responsable el cumplimiento del fallo de tutela, e iniciara la correspondiente investigación disciplinaria. Adicionalmente, se dispuso que se oficiara a la Directora de Registro y Gestión de la Información de la misma entidad -Dra. HEYBY POVEDA FERRO-, para que acatara lo dispuesto en la sentencia de tutela.
2.4.- Al no obtenerse respuesta alguna, en proveído de febrero 15 de 2016 se dio apertura al incidente contra la Directora de Registro y Gestión de la Información -Dra. HEYBY POVEDA FERRO-, como directa obligada, y la Subdirectora General -Dra. IRIS MARÍN ORTIZ-, en calidad de superior jerárquica de la anterior, a quienes les concedió un término de tres días para que ejercieran su derecho a la defensa.

2.5.- Como no se recibió información alguna ni se dio acatamiento al fallo de tutela, mediante decisión de marzo 07 de 2016, el a quo sancionó de forma individual y con arresto de diez (10) días y multa equivalente a un (1) salario mínimo legal mensual vigente, a la Directora de Registro y Gestión de la Información -Dra. HEYBY POVEDA FERRO-, y la Subdirectora General -Dra. IRIS MARÍN ORTIZ-, al no atender la tutela proferida a favor de la señora LILIANA PATRICIA SALAZAR GARCÍA en enero 04 de 2016, en los términos y condicionamientos descritos en tal providencia. 

3.- Para resolver, se CONSIDERA 
Existe competencia funcional para desatar el grado de consulta surtido sobre la decisión proferida dentro del incidente de desacato que se tramitó en el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.).

De lo actuado se destaca que en efecto la entidad accionada no dio ni ha dado cumplimiento al fallo de tutela objeto de desacato, en los términos en que fue ordenado, y mucho menos ha solucionado la situación que obligó a la accionante a acudir ante el juez constitucional para obtener el amparo de sus derechos fundamentales de petición, debido proceso y seguridad social.
Es de recordar que para efectos de una sanción por incumplimiento a un fallo de tutela, es estrictamente necesario que durante el incidente de desacato se sepa quién es la persona encargada de acatarlo, los motivos por los cuáles no lo ha hecho, y, además, quién es el superior de esa persona, para de esa manera poder cumplir con lo dispuesto en el citado artículo 27 del Decreto 2591. De no ser así, muy seguramente se vulnerará el derecho fundamental al debido proceso del que son titulares todas las personas en Colombia, según lo dispuesto por el artículo 29 de la Constitución Política.

Aprecia esta Sala que para proferir la decisión objeto de esta consulta de manera inicial se enteró a la Subdirectora General -Dra. IRIS MARÍN ORTIZ-, en su condición de superior jerárquico, para que hiciera los trámites respectivos con miras al cumplimiento de la sentencia de tutela e iniciara el correspondiente proceso disciplinario, y al mismo tiempo a la Directora de Registro y Gestión de la Información -Dra. HEYBY POVEDA FERRO-, como directa obligada. Con posterioridad, ante la falta de respuesta se abrió el incidente en contra de ambas funcionarias.
El requerimiento inicial y la apertura del incidente fueron notificados mediante oficios remitidos por correo electrónico, de los cuales se puede verificar el correspondiente envío con el soporte impreso en los mismos
; no obstante, todos esos avisos no fueron suficientes para lograr que por parte de la UARIV se diera cumplimiento a lo ordenado en el fallo de tutela, o se indicaran las razones para no acatar lo resuelto por el juez, por lo que hasta la fecha las garantías constitucionales cuya protección invocó la accionante, continúan siendo vulneradas por parte de la entidad demandada, la cual no mostró el más mínimo interés al respecto. 

En ese orden de ideas, la decisión sancionatoria se encuentra ajustada a derecho toda vez que hay lugar a concluir que la UARIV, representada en este trámite por la Directora de Registro y Gestión de la información y la Subdirectora General, están en franca rebeldía contra una decisión judicial que debe ser acatada, y en la que se dispuso que resolviera los recursos interpuestos por la señora SALAZAR GARCÍA  -reposición y apelación- contra la resolución 660010594 de junio 03 de 2009, mediante la cual se negó su inscripción en el Registro Único de Víctimas de la población desplazada.

No obstante lo anterior, se modificará lo atinente a la multa, por cuanto la dosificación de la sanción -como ya ha sido objeto de decisión por esta Sala, con ponencia de quien ahora ejerce igual función-
, debe realizarse con sujeción a los principios de proporcionalidad, razonabilidad y necesidad, los cuales atienden las circunstancias del hecho sancionador y las consecuencias del mismo. En el caso en consulta, aunque por parte de la entidad se ha continuado con la vulneración de los derechos fundamentales de la tutelante, considera la magistratura que la fijada por el juez de instancia, si bien está dentro de los límites autorizados por la ley, se muestra un tanto desmedida en lo referente al tiempo de la orden de arresto.

Es así porque la privación de la libertad por el término de diez (10) días interferiría altamente en el desarrollo de las funciones de los cargos que ocupan las sancionadas, lo cual se suma a los graves traumatismos institucionales de la entidad de la que hacen parte. En esas circunstancias, esta Corporación es del criterio que debe morigerarse la sanción impuesta y en su reemplazo se fijará en tres (3) días de arresto, y la multa de un (1) salario mínimo legal mensual vigente permanecerá incólume. 
De conformidad con lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, 
4.- RESUELVE

PRIMERO: SE MODIFICA la sanción privativa de la libertad impuesta a la Directora de Registro y Gestión de la Información de la UARIV -Dra. HEYBY POVEDA FERRO-, y a la Subdirectora General de la misma entidad -Dra. IRIS MARÍN ORTIZ-, a tres (3) días de arresto. En todo lo demás se confirma la decisión objeto de consulta.
SEGUNDO: SE ADVIERTE que este incidente no terminará con ocasión de la sanción como quiera que se trata de una obligación sucesiva
que sistemáticamente debe cumplirse, por lo que de persistir la UARIV en la omisión que dio lugar a la interposición de la presente acción, pueden sobrevenir futuras sanciones aún más gravosas.
COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
       JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� Ver folios 72, 73, 79, 80 del expediente.


� Auto del 9 dic. 2014, Rad. 2013-27303, donde se decidió Consulta emanada del Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad; entre otras.


� “En las órdenes de tracto sucesivo, pueden promoverse desacatos por el reiterado incumplimiento y puede exigirse el cumplimiento en cualquier instante, incluso el juez oficiosamente debe estar atento a hacer cumplir la orden de tutela. Si la orden que se profiere en una sentencia es de tracto sucesivo, como ocurre en el caso de pagarse mesadas pensionales o salarios, no existe inconveniente alguno para que haya sucesivas sanciones en caso de incumplimiento calificable como desacato” Sentencia T-744/03.
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